
 
Cambios en los plazos administrativos y tributarios 

 

El Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 

urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 

COVID-19 establece cambios en los plazos administrativos y tributarios; en el 

aplazamiento de la deuda aduanera y el concurso de acreedores. 

  

 

Suspensión de plazos en el ámbito tributario de las Comunidades 

Autónomas y de las Entidades Locales. 

Lo dispuesto en el artículo 33 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 

será de aplicación a las actuaciones, trámites y procedimientos que se rijan por 

lo establecido en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y que 

sean realizados y tramitados por las Administraciones tributarias de las 

Comunidades Autónomas y Entidades Locales. (Ver: Nueva inyección de 

liquidez y cambios en los plazos tributarios). 

  

 

Aplazamiento de deudas derivadas de declaraciones aduaneras. 

Se concederá el aplazamiento del ingreso de la deuda aduanera y tributaria 

correspondiente a: 

 

- las declaraciones aduaneras presentadas desde la fecha de entrada en vigor 

del presente Real Decreto-ley y hasta el día 30 de mayo de 2020, ambos 

inclusive, siempre que las solicitudes presentadas hasta esa fecha reúnan los 

requisitos a los que se refiere el artículo 82.2.a) de la citada Ley 58/2003 y el 

importe de la deuda a aplazar sea superior a 100 euros. 

 

Esto no es aplicable a las cuotas de IVA. 

 

El aplazamiento se solicitará en la propia declaración aduanera y su concesión 

se notificará en la forma prevista para la notificación de la deuda aduanera. La 

garantía aportada para la obtención del levante de la mercancía será válida 



 
para la obtención del aplazamiento, quedando afecta al pago de la deuda 

aduanera y tributaria correspondiente hasta el cumplimiento íntegro por el 

obligado del aplazamiento concedido. Será requisito necesario para la 

concesión del aplazamiento que el destinatario de la mercancía importada sea 

persona o entidad con volumen de operaciones no superior a 6.010.121,04 

euros en el año 2019. 

 

Condiciones del aplazamiento: 

 

a) El plazo será de seis meses desde la finalización del plazo de ingreso que 

corresponda. 

b) No se devengarán intereses de demora durante los primeros tres meses del 

aplazamiento. 

 

  

Ampliación del plazo para recurrir 

El cómputo del plazo para interponer recursos en vía administrativa o para 

instar cualesquiera otros procedimientos de impugnación, reclamación, 

conciliación, mediación y arbitraje que los sustituyan de acuerdo con lo previsto 

en las Leyes, en cualquier procedimiento del que puedan derivarse efectos 

desfavorables o de gravamen para el interesado, se computará desde el día 

hábil siguiente a la fecha de finalización de la declaración del estado de alarma, 

con independencia del tiempo que hubiera transcurrido desde la notificación de 

la actuación administrativa objeto de recurso o impugnación con anterioridad a 

la declaración del estado de alarma. 

 

Esto se entiende sin perjuicio de la eficacia y ejecutividad del acto 

administrativo objeto de recurso o impugnación. 

 

Desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020 de 14 de marzo, el plazo 

para interponer recursos de reposición o reclamaciones económico 

administrativas contará desde el 30 de abril de 2020 y se aplicará: 

 



 
- en los supuestos donde el plazo de un mes para recurrir no hubiese finalizado 

el 13 de marzo de 2020, 

 

- en los supuestos donde no se hubiere notificado todavía el acto administrativo 

o resolución objeto de recurso o reclamación. 

 

Idéntica medida será aplicable a los recursos de reposición y reclamaciones. 

 

El período comprendido desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, 

de 14 de marzo, y hasta el 30 de abril de 2020 no computará a efectos de la 

duración máxima del plazo para la ejecución de las resoluciones de órganos 

económico-administrativos.  Durante ese tiempo quedan suspendidos los 

plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos 

contemplados en la normativa tributaria. 

 

Lo previsto en los apartados anteriores será de aplicación a los procedimientos, 

actuaciones y trámites que se rijan por lo establecido en la Ley 58/2003, de 17 

de diciembre, General Tributaria, y sus reglamentos desarrollo y que sean 

realizados y tramitados por parte de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria, del Ministerio de Hacienda, o por las Administraciones tributarias de 

las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, así como, en el caso 

de estas últimas, a los que se rijan por el texto refundido de la Ley Reguladora 

de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 

de marzo. 

  

 

Previsiones en materia de concursos de acreedores. 

Si a la fecha de entrada en vigor de este Real Decreto Ley se hubiera dictado 

auto por el juez del concurso acordando la aplicación de las medidas previstas 

en los artículos 22 y 23 del Real Decreto Ley 8/2020, de 17 de marzo, la 

resolución judicial tendrá plenos efectos para el reconocimiento de las 

prestaciones previstas en el capítulo II de esa norma legal. 

 

Las solicitudes presentadas en las que no se haya dictado resolución por el 

juez del concurso deberán remitirse a la autoridad laboral y continuarán su 



 
tramitación por el procedimiento y con las especialidades previstas en los 

artículos 22 y 23 del Real Decreto Ley 8/2020, de 17 de marzo. Las 

actuaciones previamente practicadas y el periodo de consultas que estuviera 

en curso o se hubiera celebrado conservarán su validez a los efectos del nuevo 

procedimiento. 

 

Las medidas previstas para los procedimientos de suspensión de contrato y 

reducción de jornada por causa de fuerza mayor y por causas económicas, 

técnicas, organizativas y de producción, serán de aplicación a las empresas en 

concurso. 

 

Resultarán aplicables a la tramitación y resolución de dichos procedimientos las 

especialidades siguientes: 

 

a) Las solicitudes o comunicaciones de los expedientes deberán ser 

formuladas por la empresa concursada con la autorización de la administración 

concursal, o por la administración concursal directamente, según el régimen de 

intervención o suspensión de facultades patrimoniales. 

b) La administración concursal será parte en el período de consultas. 

c) La decisión de aplicación de las medidas sobre suspensión de contratos o 

reducción de jornada, en los supuestos previstos en dicho artículo 23, deberá 

contar con la autorización de la administración concursal o ser adoptada por 

esta, según el régimen de intervención o suspensión de facultades 

patrimoniales, en caso de que no se alcance acuerdo al respecto en el periodo 

de consultas. 

d) En todo caso, deberá informarse de forma inmediata de la solicitud, 

resolución y medidas aplicadas al juez del concurso, por medios telemáticos. 

e) En los procedimientos de despido colectivo y de suspensión de contratos y 

reducción de jornada, será el juez del concurso el que conozca de las 

impugnaciones a que los mismos se refieren. Estas impugnaciones se 

sustanciarán por el procedimiento del incidente concursal en materia laboral y 

la sentencia que recaiga será recurrible en suplicación. 

g) En los supuestos del apartado 5 del artículo 33 del Real Decreto 1483/2012, 

de 29 de octubre,, la impugnación de la resolución de la autoridad laboral se 

realizará ante la jurisdicción social». 

 



 
  

Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 

Se añade un nuevo número 28 al artículo 45.I.B) del texto refundido de la Ley 

del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 

septiembre, con la siguiente redacción: 

 

«28. Las escrituras de formalización de las novaciones contractuales de 

préstamos y créditos hipotecarios que se produzcan al amparo del Real 

Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 

hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, quedarán exentas de 

la cuota gradual de documentos notariales de la modalidad de actos jurídicos 

documentados de este Impuesto, siempre que tengan su fundamento en los 

supuestos regulados en los artículos 7 a 16 del citado real decreto-ley, 

referentes a la moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda 

habitual». 

 

Fuente. Iberley 

 


